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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 11 de 
julio de 2024, ha examinado el 
proyecto de decreto por el que se 
regula el procedimiento de 
formalización de instrucciones 
previas en el ámbito sanitario y la 
organización y funcionamiento del 
Registro de Instrucciones Previas 
de Castilla y León, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

 
DICTAMEN 273/2024 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 28 de mayo de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el proyecto de decreto por el que se 
regula el procedimiento de formalización de instrucciones previas en el ámbito 
sanitario y la organización y funcionamiento del Registro de Instrucciones 
Previas de Castilla y León. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 30 de mayo de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 273/2024, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal como dispone el 
artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 
2014 de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente 
del Consejo, correspondió su ponencia al consejero Sr. Herrera Campo. 
 

Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de decreto sometido a consulta (que obra en los folios 

193 a 211 del expediente) consta de un preámbulo, 16 artículos, distribuidos 
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en tres capítulos, dos disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, 
una disposición derogatoria, y dos disposiciones finales. 

 
El preámbulo o parte expositiva identifica el marco normativo y los 

motivos que justifican la aprobación de esta disposición de carácter general, 
así como la observancia de los principios de buena regulación.  

 
El contenido del articulado del proyecto de decreto es el siguiente: 
 

1.- El artículo 1 (“Objeto”) se refiere al objeto y ámbito de 
aplicación del decreto. 

 
2.- El capítulo I (“Formalización de las instrucciones previas”) 

define las instrucciones previas, regula los procedimientos de formalización 
de las mismas, así como el contenido formal y material de los documentos de 
instrucciones previas, y la sustitución o revocación de estos (artículos 2 a 6). 

 
3.- El capítulo II (“Organización y funcionamiento del Registro 

de Instrucciones Previas de Castilla y León”), establece la dependencia, 
naturaleza y funciones del Registro de Instrucciones Previas de Castilla y 
León, y regula la creación de las Unidades Habilitadas del mismo en cada 
área de salud (artículos 7 a 9). 

 
4.- El capítulo III (“Procedimiento de inscripción y acceso al 

Registro de Instrucciones Previas”), regula el inicio y la tramitación del 
procedimiento de inscripción, la conservación de los documentos de 
instrucciones previas inscritos en el Registro, la información de las 
instrucciones previas en la Historia Clínica de la persona otorgante, el acceso 
al Registro de Instrucciones Previas, la protección de datos y el deber de 
secreto (artículos 10 a 16).  

 
 La disposición adicional primera establece la posibilidad de consulta a 
los Comités de Ética Asistencial para resolver las posibles dudas que pudieran 
surgir en la aplicación e interpretación de las instrucciones previas. 
 

La disposición adicional segunda contempla convenios de colaboración 
con el Ilustre Colegio Notarial de Castilla y León para articular la transmisión 
telemática de documentos de instrucciones previas notarialmente autorizados, 
y con el Consejo de Colegios Profesionales de Médicos de Castilla y León y 
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el Consejo de Colegios Profesionales de Enfermería de Castilla y León para 
el acceso y consulta telemática al Registro de Instrucciones Previas. 

 
La disposición transitoria primera dispone que hasta que se desarrolle 

la estructura periférica de la Gerencia Regional de Salud serán Unidades 
habilitadas del Registro las Divisiones de Asistencia Sanitaria e Inspección 
de la Gerencia de Asistencia Sanitaria, o de la Gerencia de Salud de Área 
que corresponda, según lo dispuesto en la disposición adicional primera y 
en la disposición transitoria segunda del Decreto 42/2016, de 10 de 
noviembre. 

 
La disposición transitoria segunda determina que las solicitudes de 

inscripción de documentos de instrucciones previas presentadas con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto se regirán por la 
normativa vigente en la fecha que se presentó la solicitud. 
 

La disposición derogatoria abroga las disposiciones de igual o inferior 
rango en lo que se opongan a lo establecido en el nuevo decreto, y en 
particular el Decreto 30/2007, de 22 de marzo, por el que se regula el 
documento de instrucciones previas en el ámbito sanitario y se crea el 
Registro de Instrucciones Previas de Castilla y León. 
 

Las disposiciones finales se refieren a la habilitación normativa para 
el cumplimiento y desarrollo del decreto (primera), y a la entrada en vigor 
del mismo a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla 
y León (segunda).  
 

Segundo.- El expediente remitido. 
 
En el expediente que acompaña al proyecto de decreto figuran, 

además de un índice de los documentos que lo conforman, los siguientes: 
 

- Documentación relativa al periodo de consulta pública previa a 
la elaboración del proyecto de decreto, de conformidad con el artículo 133 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (en adelante, LPAC). La consulta estuvo abierta 
en el Portal de Gobierno Abierto desde el 21 de agosto de 2023 hasta las 
09:00 horas del 4 de septiembre siguiente. Durante ella no se presentaron 
sugerencias (folios 1 a 2).  
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- Primer texto del proyecto de decreto, firmado por el director 
general de Calidad e Infraestructuras Sanitarias con fecha 3 de noviembre de 
2023 (folios 3 a 20).  

 
- Documento justificativo del trámite de participación pública de 

los ciudadanos a través del Portal de Gobierno Abierto. El plazo para realizar 
aportaciones a este espacio de participación se inició el 20 de septiembre de 
2023 y finalizó el 2 de octubre siguiente. Consta la presentación de 20 
alegaciones a las que se ha dado contestación en la propia web corporativa 
https://participacyl.es/legislation/processes/2680/proposals (folios 21 a 22). 

 
- Documentos justificativos del trámite de audiencia al Consejo 

de Colegios Profesionales de Trabajo Social de Castilla y León (folios 22 a 
25), al Colegio Notarial de Castilla y León (folios 26 a 28), a la Comisión 
Bioética de Castilla y León (folios 29 a 31), al Consejo de Colegios Oficiales 
de Médicos de Castilla y León (folios 32 a 34) y al Consejo de Colegios 
Profesionales de Enfermería de Castilla y León (folios 35 a 37). 

 
- El 2 de octubre de 2023 la presidenta del Consejo de Colegios 

Profesionales de Trabajo Social de Castilla y León presenta una serie de 
sugerencias al texto del proyecto de decreto (folios 38 a 39).  

 
- El 13 de octubre de 2023 el presidente del Consejo de Colegios 

Profesionales de Enfermería de Castilla y León presenta un escrito de 
alegaciones en el que, en síntesis, muestra su conformidad con el proyecto 
de decreto (folios 40 a 46). 

 
- Trámite de audiencia a las consejerías realizado el 6 de 

noviembre de 2023, con remisión de la memoria y el proyecto de decreto. 
Durante el mismo, formulan observaciones la Consejería de Familia e 
Igualdad de Oportunidades y la de Economía y Hacienda. Presentan escritos 
las Consejerías de la Presidencia; de Industria, Comercio y Empleo; de Medio 
Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio; de Agricultura, Ganadería y 
Desarrollo Rural; de Cultura, Turismo y Deporte; de Educación; y de 
Movilidad y Transformación Digital, en los que manifiestan que no formulan 
observaciones ni sugerencias (folios 47 a 92).  

 
- Documentación justificativa del trámite de audiencia al Consejo 

Castellano y Leonés de Salud. En este sentido, consta certificación emitida 
por la secretaria del Consejo, el 1 de diciembre de 2023, en el que se 
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constata que en “la sesión del Consejo Castellano y Leonés de Salud 
celebrada el día 30 de noviembre de 2023, según convocatoria efectuada por 
su Presidente, el Sr. Consejero de Sanidad, conforme a los artículos 12 y 16 
del Decreto 20/2013, de 13 de junio, como tercer punto del Orden del día se 
informó a los asistentes” sobre el proyecto de decreto (folios 93 a 97). 

 
- Solicitud de informe a la Dirección General de Presupuestos, 

Fondos Europeos y Estadística. La Consejería de Sanidad remite a la citada 
dirección general el texto del proyecto, la memoria y, tras requerimiento, un 
informe complementario a la memoria de 3 de noviembre de 2023 en el que 
se aclara que el texto proyectado no conlleva un incremento de gasto (folios 
98 a 134). 

 
- Informe de la Dirección General de Presupuestos, Fondos 

Europeos y Estadística de 22 de marzo de 2024 (folios 135 a 139). 
 
- Solicitud de informe a la Asesoría Jurídica de la Consejería de 

Sanidad, e informe de los Servicios Jurídicos de la consejería de fecha 25 de 
abril de 2024 en el que se realizan una serie de consideraciones al texto del 
proyecto de decreto (folios 140 a 192).  

 
- Proyecto de decreto sometido a dictamen del Consejo 

Consultivo, y memoria justificativa del proyecto, ambos firmados por el 
director general de Calidad e Infraestructuras Sanitarias, con fecha 22 de 
mayo de 2024 (folios 193 a 211 y 212 a 240, respectivamente). 

 
- Informe del secretario general de la Consejería de Sanidad de 

23 de mayo de 2024.  
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.d) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen, según lo establecido en el apartado tercero 2.a) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 
del decreto. 

 
El artículo 50.1 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del 

Consejo Consultivo dispone que la solicitud de dictamen se acompañará del 
expediente administrativo foliado, y deberá incluir toda la documentación y 
antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, 
así como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación 
y antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos.  
 

Para el supuesto de los proyectos de decreto, ha de considerarse 
como documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, se indica en el artículo 75.3 de la misma para 
los anteproyectos de ley. No resulta aplicable la nueva redacción dada a los 
artículos 75, 76 y 76 bis de aquélla por la Ley 1/2021, de 22 de febrero, de 
Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas, dado que tal modificación 
no ha entrado en vigor, de acuerdo con la disposición final vigesimoprimera 
de la citada Ley 1/2021. No obstante lo cual, debe recordarse en este 
Dictamen la necesidad de que la Administración de la Comunidad dé 
cumplimiento al mandato previsto en el apartado 3 de la referida disposición 
final, que dispone que “el desarrollo reglamentario al que se refiere la nueva 
redacción del apartado 7 del artículo 76 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
[referido a la regulación reglamentaria del procedimiento de elaboración de 
las normas] (…) deberá producirse en el plazo máximo de un año desde la 
publicación de la presente ley en el Boletín Oficial de Castilla y León”. Y es 
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obvio que tal plazo se ha superado sin haberse dado cumplimiento aún a 
dicho mandato legal. 
 

Conforme al mencionado artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
el anteproyecto, cuya elaboración se iniciará en la Consejería competente por 
razón de la materia, y cuya redacción estará precedida de cuantos estudios y 
consultas se estimen convenientes y por el trámite de consulta previa, 
cuando este proceda de acuerdo con la normativa reguladora del 
procedimiento administrativo común, deberá ir acompañado de una memoria 
que, en su redacción final, deberá contener el marco normativo en el que 
pretende incorporarse, la motivación sobre su necesidad y oportunidad, un 
estudio económico con referencia al coste al que dará lugar, en su caso, así 
como a su financiación, un resumen de las principales aportaciones recibidas 
durante la tramitación, y cualquier otro aspecto que exija una norma con 
rango de ley o que se determine reglamentariamente. 
 

El apartado 4 del mismo artículo 75 establece que “Una vez redactado 
el texto del anteproyecto, se someterá, cuando este proceda, al trámite de 
participación previsto en el título III de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, a través del Portal 
de Gobierno Abierto de la Junta de Castilla y León por un plazo mínimo de 
diez días naturales”.  
 

Por otra parte, el apartado 5 del repetido precepto dispone en su 
inciso primero que “En aquellos casos en que el texto deba someterse a los 
trámites de audiencia e información pública, conforme a lo previsto en la 
normativa reguladora del procedimiento administrativo común, ambos trámites 
se llevarán a cabo, de manera simultánea, a través del Portal de Gobierno 
Abierto de la Junta de Castilla y León por un periodo mínimo de diez días 
naturales.  

 
»Asimismo, si se considera oportuno, podrá también recabarse 

directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por 
ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses 
legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación 
directa con su objeto”.  
 

El reiterado artículo 75 de la Ley 3/2001, en sus apartados 6, 8 y 9, 
exige que el proyecto se envíe a las restantes consejerías para que, en un 
plazo no superior a diez días, emitan informe sobre todos los aspectos que 
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afecten a sus competencias (cada consejería remitirá también los informes 
de los órganos colegiados adscritos a ella que resulten preceptivos); que se 
emita informe de legalidad por los Servicios Jurídicos de la Comunidad; y que 
se someta, con carácter previo a su aprobación por la Junta de Castilla y 
León, al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 
 

Conviene recordar que la observancia del procedimiento de elaboración 
de las normas constituye un aspecto de singular importancia, si se tiene en 
cuenta que el procedimiento, tanto en su vertiente formal como material, 
opera como una garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de la 
disposición de que se trate.  

 
A este respecto, resultan aplicables a este proyecto de decreto los 

principios de buena regulación determinados con carácter básico por el 
artículo 129 de la LPAC, a los que deben someterse las Administraciones 
Públicas en el ejercicio de la potestad reglamentaria: necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, eficiencia, estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera.  

 
En la línea que marca ahora la legislación básica, se situaba ya en el 

ámbito autonómico el Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se 
aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad normativa de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León, cuyo artículo 2 establece 
que “De conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 42 de la Ley 
2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los ciudadanos en sus relaciones 
con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión 
Pública, el procedimiento de elaboración de los anteproyectos de ley y de los 
proyectos de disposiciones administrativas de carácter general se inspirará 
en los principios de actuación de la Administración Autonómica de eficiencia, 
economía, simplicidad y participación ciudadana, y en los principios de 
calidad normativa, necesidad, proporcionalidad, transparencia, coherencia, 
accesibilidad y responsabilidad, en los términos en los que estos principios 
aparecen definidos en la citada Ley”.  

 
Estas previsiones encuentran un desarrollo detallado en la Orden 

ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la que se aprueba la Guía 
metodológica de mejora de la calidad normativa, en aplicación del Decreto 
43/2010, de 7 de octubre.  
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Por último, en la fase de tramitación administrativa de este decreto 
está prevista la aplicación de la Resolución de 20 de octubre de 2020 de la 
Dirección General de Transparencia y Buen Gobierno, por la que se 
concretan las condiciones para la publicación de la huella normativa.  

 
A) En cuanto a la memoria justificativa, el artículo 3 del Decreto 

43/2010, de 7 de octubre, dispone que “contendrá, en un único documento, 
la evaluación del impacto normativo o administrativo, si fueran preceptivos, 
y, en todo caso, cuantos estudios e informes sean necesarios para el 
cumplimiento de los principios y medidas regulados en los artículos 41 y 42 
de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, debiéndose redactar por el órgano o 
centro directivo proponente del proyecto normativo de forma simultánea a la 
elaboración de este.  

 
»Asimismo, deberá reseñar las modificaciones introducidas en 

el texto originario como fruto de la participación, de informes y consultas, y 
justificar las razones que llevan a aceptar o, en su caso, rechazar las 
observaciones que se hayan presentado”.  

 
En este supuesto, la memoria justificativa final de 22 de mayo de 

2024 se refiere al marco normativo; a la necesidad y oportunidad de la 
norma; al contenido del proyecto, describiendo su estructura y contenido; a 
los impactos preceptivos, concretamente, al impacto presupuestario, por 
razón de género, por discapacidad, en la infancia, la adolescencia y la familia 
y al impacto en la sostenibilidad y la lucha o adaptación contra el cambio 
climático; y a la descripción de la tramitación. 

 
La memoria considera, en lo que se refiere a la evaluación del impacto 

normativo, que “El Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se 
aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad normativa de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León, establece en su artículo 4 
que estarán sometidos a evaluación de impacto normativo los proyectos de 
disposiciones administrativas de carácter general que deban ser aprobados 
por la Junta de Castilla y León relacionados con la política socioeconómica y 
que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.1ª) de la Ley 13/1990, de 
28 de noviembre, del Consejo Económico y Social, deban ser sometidos 
preceptivamente a informe previo de este órgano. Por tanto, no procede el 
análisis de la evaluación de este impacto”.  
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En cuanto al impacto administrativo, la memoria señala que “El 
Decreto 43/2010, de 7 de octubre, en sus artículos 5 y 6, exige un estudio de 
impacto administrativo en la elaboración de aquellas disposiciones de 
carácter general que regulen nuevos procedimientos o que modifiquen 
preceptos relativos a procedimientos administrativos ya existentes o que 
aprueben aplicaciones de administración electrónica. El proyecto de Decreto 
objeto de esta memoria regula un procedimiento ya existente con el fin de 
facilitar el ejercicio de este derecho, incorporando los medios electrónicos 
tanto para la formalización e inscripción de las instrucciones previas como 
posteriormente para el acceso a su contenido a través del Registro de 
Instrucciones previas. Por otra parte, cabe esperar un impacto positivo desde 
el punto de vista organizativo y de recursos de personal pues incorpora los 
mecanismos necesarios para favorecer la homogenización en el 
procedimiento y la coordinación en su desarrollo al intervenir tanto la 
estructura periférica como la estructura central de la Gerencia Regional de 
Salud”. 

 
Por lo que se refiere al impacto presupuestario, la memoria afirma que 

“la aplicación de la norma no contempla impacto presupuestario ni coste 
económico adicional dado que su desarrollo se realizará con los medios 
ordinarios, personales y materiales, actualmente existentes y por tanto, la 
entrada en vigor de la norma proyectada no es previsible que implique 
mayores gastos ni, en consecuencia, exija habilitar nuevos créditos, ni modificar 
los existentes, por lo que se ajusta a las disponibilidades presupuestarias 
como a los escenarios presupuestarios actualmente existentes”. 

 
En los mismos términos se manifiesta el informe de la Dirección 

General de Presupuestos, Fondos Europeos y Estadística de 22 de marzo de 
2024, que “no considera que de la aprobación del proyecto normativo se 
derive impacto en los actuales presupuestos de la Comunidad, puesto que se 
trata de una norma que regula en el ámbito sanitario, por un lado la 
documentación, formalización, y los procedimientos de otorgamiento e 
inscripción de las instrucciones previas, y por otro lado, la organización y el 
funcionamiento del Registro de Instrucciones Previas, cuyas funciones están 
desarrollándose actualmente por personal dependiente de la Gerencia 
Regional de Salud y por tanto, su coste ya está previsto en los presupuestos 
vigentes. 

 
»No se considera impacto presupuestario mientras el coste 

derivado de los procedimientos regulados en el Decreto se asuma dentro del 
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funcionamiento ordinario de los centros sanitarios, sin incrementar ni el 
número de personas ni los medios materiales, y por tanto se implemente con 
el personal y los medios actuales y con el presupuesto ordinario de la 
Consejería de Sanidad, sin incremento de gasto presupuestario para la 
Comunidad. A este respecto, se puntualiza que la Gerencia Regional de Salud 
presenta un significativo desfase entre el presupuesto inicial y el crédito 
obligado, en particular en los capítulos 1 y 2, y, por tanto, es muy positivo 
que las iniciativas normativas, como es el caso, no supongan mayores gastos 
presupuestarios en estos capítulos ya tensionados en la actualidad. 

 
»En relación con la futura creación de las unidades para el 

Registro, que se menciona en la Disposición Transitoria del proyecto de 
Decreto, podría tener impacto presupuestario que esta Dirección General 
valorará e informará en el momento en que la Gerencia Regional de Salud 
plantee el desarrollo de su estructura periférica”. 
 

Este Consejo considera conveniente precisar que no consta en la 
memoria final el impacto económico, sobre la competencia, unidad de 
mercado y la competitividad. Este Consejo considera que, si bien el impacto 
en estos ámbitos puede ser muy reducido o inexistente, el mismo debería 
examinarse expresamente. 
 

Por otro lado, figura en el texto definitivo de la memoria el examen 
del impacto por razón de género, conforme a lo dispuesto en la Ley 1/2011, 
de 1 de marzo, de evaluación del impacto de género de Castilla y León.  

 
En los términos que requiere el informe aportado por la Consejería de 

Familia e Igualdad de Oportunidades, la memoria analiza, de forma completa, 
la pertinencia de género de la norma y el impacto de género de la misma. Se 
estima que “esta norma no va a influir en los modelos estereotipados de 
hombres y mujeres y que tampoco es susceptible de modificar la situación de 
partida que ocupan los hombres y mujeres en la sociedad. Por ello, la norma 
resulta no pertinente al género y, por tanto, el impacto en este ámbito es 
neutro”. 
 

Por lo que se refiere al impacto por discapacidad, no se aprecia al no 
generar el texto proyectado consecuencia alguna en la aplicación de la 
normativa, en relación con la igualdad y no discriminación de las personas 
con discapacidad. 
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 En cuanto al impacto en la infancia, en la adolescencia y en la familia, 
se constata que el proyecto de decreto no tiene un impacto específico sobre 
las políticas públicas destinadas a estos colectivos. 
 
 Finalmente, en cuanto al análisis de contribución a la sostenibilidad y 
la lucha o adaptación contra el cambio climático, la memoria dispone que “el 
contenido de la norma no tiene impacto sobre la sostenibilidad y la lucha y 
adaptación contra el cambio climático”. 
 
 A la vista de lo expuesto, puede concluirse que en el proyecto de 
decreto sometido a consulta se han cumplido las exigencias sustanciales de 
elaboración de las disposiciones de carácter general.  
 

B) En cuanto al procedimiento de elaboración de la norma, consta la 
realización de una consulta pública previa a la elaboración del proyecto, así 
como de los trámites de participación ciudadana a través del Portal de 
Gobierno Abierto y de información pública. 

 
Como se indica en los antecedentes, una vez abierto el trámite de 

consulta pública, no consta la presentación de sugerencias. 
 
En cuanto al trámite de participación pública de los ciudadanos a 

través de la web corporativa de la Junta de Castilla y León “Gobierno 
Abierto”, tal y cómo se ha expuesto, el plazo para realizar aportaciones a 
este espacio de participación se inicia el 20 de septiembre de 2023 y finalizó 
el 2 de octubre siguiente. Consta la presentación de 20 alegaciones a las que 
se ha dado contestación en la web corporativa de la Junta de Castilla y León 
https://participacyl.es/legislation/processes/2680/proposals. 

 
La mayor parte de dichas alegaciones sugieren la oportunidad de 

hacer referencia en el texto proyectado a la posibilidad de pedir eutanasia en 
el documento de instrucciones previas. La Consejería de Sanidad responde 
en los siguientes términos: 

 
“El objeto del Decreto es la regulación del procedimiento para 

el otorgamiento de instrucciones previas y en su regulación han de poderse 
incluir todas las situaciones clínicas posibles en las que sea necesario tomar 
decisiones cuando el otorgante se encuentre imposibilitado para expresar su 
voluntad, entra las que sin ninguna duda se incluye la prestación de la ayuda 
para morir, pero debe tenerse en cuenta que su regulación se encuentra en 
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una norma superior en rango y cualificación, la Ley Orgánica 3/2021, de 24 
de marzo, cuyo objeto es regular el derecho que corresponde a toda 
persona, que cumpla las condiciones exigidas, a solicitar y recibir la ayuda 
necesaria para morir, el procedimiento que ha de seguirse y las garantías 
que han de observarse. 

 
»El texto del articulado del proyecto de decreto favorece la 

autonomía de la voluntad de las personas para decidir, en el ámbito sanitario 
y conforme a su valores y preferencias, sobre todos los aspectos que 
considere relevantes en relación con su propia vida e integridad física y 
moral, sin más condiciones que las impuestas por las Leyes. En el ámbito de 
este Decreto la solicitud de eutanasia debe entenderse como una de las 
posibles decisiones a tomar, según el interés de cada ciudadano y que tiene 
cabida en el apartado 4.a) del artículo 3, sobre el contenido formal y material 
de las instrucciones previas. 

 
»Por otra parte, la eutanasia o prestación de ayuda para morir 

ya está incluida en la cartera común de servicios del Sistema Nacional de 
Salud, y en cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 13.2 de la citada 
Ley, el Servicio Público de Salud de Castilla y León ha puesto en marcha las 
medidas precisas para garantizar el derecho a la prestación de ayuda para 
morir en los supuestos y con los requisitos establecidos en ella”. 
 

Por otro lado, el 20 de septiembre de 2023 se dio publicidad al trámite 
de audiencia a través del Portal de Gobierno Abierto por un período de 10 
días. No consta la presentación de alegaciones. Asimismo, en los términos ya 
expuestos, en la misma fecha se concede audiencia al Consejo de Colegios 
Profesionales de Trabajo Social de Castilla y León, al Consejo de Colegios 
Oficiales de Médico, al Consejo de Colegios Profesionales de Enfermería de 
Castilla y León, al Colegio Notarial de Castilla y León y a la Comisión de 
Bioética de Castilla y León. 

 
El 2 de octubre de 2023 la presidenta del Consejo de Colegios 

Profesionales de Trabajo Social de Castilla y León presenta una serie de 
sugerencias al texto del proyecto de decreto en el que solicita: 

 
1.- Incluir una referencia a la Ley Orgánica 3/2021, reguladora 

de la Eutanasia, en la parte no dispositiva del proyecto de decreto, así como 
incluir la solicitud de la prestación de ayuda para morir (eutanasia) en el 
artículo 3.3 y 3.4 del proyecto. 
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La memoria considera que “no es necesario hacer una mención 

expresa a la prestación de la eutanasia, debiendo recoger el proyecto todas 
las situaciones clínicas posibles en la que sea necesario tomar decisiones 
clínicas cuando el otorgante se encuentre imposibilitado para expresar su 
voluntad, situaciones que no excluyen esta prestación y que por otra parte 
ya tiene su propia regulación normativa con rango de Ley Orgánica”. 

 
2.- Incluir en las Unidades Habilitadas al profesional de trabajo 

social sanitario para ofrecer información y otorgar las instrucciones previas. 
 
La memoria expone que “no se acepta porque una cosa son las 

Unidades Habilitadas del Registro que se crean en las diferentes Áreas de 
Salud a los efectos de colaborar en la inscripción de las instrucciones 
otorgadas y otra es el personal al servicio de la administración que será 
nombrado en el ámbito de la Gerencia Regional de Salud y Consejería de 
Sanidad para llevar a cabo el procedimiento de información y formalización 
de Instrucciones previas. Para llevar a cabo este procedimiento y hacerlo 
más accesible a la población del medio rural se contará con todo el personal 
de la Consejería de Sanidad o de la Gerencia Regional de Salud con las 
capacidades profesionales adecuadas para valorar la capacidad de los 
otorgantes para tomar este tipo de decisiones, entre lo que se incluyen los 
trabajadores sociales de los centros de salud de la comunidad”. 

 
3.- Unificar el concepto de Instrucciones Previas, Testamento 

Vital y Voluntades anticipadas. 
 
La memoria manifiesta que “Este extremo no es competencia 

de la Consejería de Sanidad de Castilla y León. En nuestro ámbito el término 
utilizado siempre es el de instrucciones previas que es la denominación de la 
Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del 
paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica”. 

 
El 13 de octubre de 2023 el presidente del Consejo de Colegios 

Profesionales de Enfermería de Castilla y León presenta un escrito de 
alegaciones en el que, en síntesis, muestra su conformidad con el proyecto 
de decreto. 
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En los términos relatados más arriba, en la sesión del Consejo 
Castellano y Leonés de Salud celebrada el 30 de noviembre de 2023, el 
consejero de Sanidad informó a los asistentes sobre el proyecto de decreto. 
En este sentido, consta en el expediente certificado de la secretaria del 
Consejo Castellano Leonés de Salud en el que se transcribe la intervención 
del director de Calidad e Infraestructuras Sanitarias. 

 
El proyecto de decreto se ha remitido a las consejerías, no realizándose 

observación alguna por las de la Presidencia; Industria, Comercio y Empleo; 
Medio Ambiente; Vivienda y Ordenación del Territorio; Agricultura, Ganadería 
y Desarrollo Rural; Cultura, Turismo y Deporte; y Movilidad y Transformación 
Digital. 

 
La Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades realiza una 

serie de observaciones, que han sido atendidas en el texto definitivo del 
proyecto de decreto. 

 
La Consejería de Economía y Hacienda recuerda la necesidad del 

preceptivo informe de la Dirección General de Presupuestos, Fondos Europeos 
y Estadística. 
 

En lo demás, según se ha expuesto, se han incorporado al expediente, 
como informes preceptivos, el informe de la Dirección General de 
Presupuestos, Fondos Europeos y Estadística de la Consejería de Economía y 
Hacienda exigido en el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 
Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; y el 
informe de la Asesoría Jurídica previsto en la Ley 3/2001, de 3 de julio, y en 
el artículo 4.2.b) de la Ley 6/2003, de 3 de abril, de Asistencia Jurídica a la 
Comunidad de Castilla y León, puesto en relación con el artículo 3.3.b) del 
Decreto 17/1996, de 1 de febrero, de organización y funcionamiento de los 
Servicios Jurídicos de la Comunidad de Castilla y León, informe jurídico que 
contiene una serie de observaciones que han sido atendidas en el texto 
definitivo del proyecto. 

 
Finalmente, en el procedimiento deberá observarse lo dispuesto en el 

artículo 7, apartados c) y d), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, e incorporar 
al expediente justificación del trámite. Tal precepto establece que “Las 
Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán: 
(…) c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando 
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sea preceptiva la solicitud de dictámenes, la publicación se producirá una vez 
que estos hayan sido solicitados a los órganos consultivos correspondientes 
sin que ello suponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia 
pública. (…)”. 

 
Por último, merece destacarse en este caso el cumplimiento de la 

Resolución de 20 de octubre de 2020 de la Dirección General de 
Transparencia y Buen Gobierno, por la que se concretan las condiciones para 
la publicación de la huella normativa, cuya publicación en el portal de 
transparencia de la Junta de Castilla y León tiene como finalidad dar la 
máxima divulgación a los documentos y contenidos que se generan en el 
proceso de tramitación de las normas de obligado cumplimiento. Se considera 
que es una información relevante a la hora de conocer, no solo el espíritu y 
finalidad de la norma, sino también las distintas modificaciones producidas a 
lo largo de su tramitación, desde su concepción original hasta el texto final 
que vaya a aprobarse. Y ello con la pretensión de que una mayor 
transparencia de estos procesos fomente la participación ciudadana en la 
conformación del contenido final de las normas, lo que garantizará que las 
decisiones sean más motivadas y razonables y permitirá conocer qué y 
quienes influyen directa o indirectamente en las reglas que todos deberemos 
observar. 

 
4ª.- Marco competencial y normativo. Rango de la norma 

proyectada. 
 

A) El artículo 43.2 de la Constitución Española señala que compete a 
los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas 
preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios, encomendando a la 
ley el establecimiento de “los derechos y deberes de todos al respecto”. 
 
 Por su parte, el artículo 34.1.1ª del Estatuto de Autonomía de Castilla 
y León atribuye a la Comunidad Autónoma “la competencia de desarrollo 
legislativo y ejecución de la legislación del Estado en materia de sanidad e 
higiene, promoción, prevención y restauración de la salud”. 
 
 En desarrollo del artículo 43 de la Constitución, fue dictada la Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, norma que vino a regular el 
carácter básico de los derechos relativos a la información clínica y a la 
autonomía individual de los pacientes en relación con su salud, posteriormente 
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desarrollados en el ámbito de la Comunidad Autónoma por la Ley 8/2003, de 
8 de abril, de derechos y deberes de las personas en relación con la salud. 
 
 Como complemento de la citada ley estatal fue dictada la Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente 
y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación 
clínica, cuyo carácter básico se proclama en la disposición adicional primera 
al señalar que se dicta “de conformidad con lo establecido en el artículo 
149.1.1ª y 16ª de la Constitución”. Conforme expresa su propia exposición 
de motivos, la ley “refuerza y da un trato especial al derecho a la autonomía 
del paciente”, revistiendo en este aspecto una singular importancia la 
regulación que efectúa sobre las denominadas “instrucciones previas”, que 
regula en su artículo 11 como una manifestación de la autonomía de la 
decisión de los pacientes: 
 

“1. Por el documento de instrucciones previas, una persona 
mayor de edad, capaz y libre, manifiesta anticipadamente su voluntad, con 
objeto de que ésta se cumpla en el momento en que llegue a situaciones en 
cuyas circunstancias no sea capaz de expresarlos personalmente, sobre los 
cuidados y el tratamiento de su salud o, una vez llegado el fallecimiento, 
sobre el destino de su cuerpo o de los órganos del mismo. El otorgante del 
documento puede designar, además, un representante para que, llegado el 
caso, sirva como interlocutor suyo con el médico o el equipo sanitario para 
procurar el cumplimiento de las instrucciones previas.  

 
»2. Cada servicio de salud regulará el procedimiento adecuado 

para que, llegado el caso, se garantice el cumplimiento de las instrucciones 
previas de cada persona, que deberá constar siempre por escrito.  

 
»3. No serán aplicadas las instrucciones previas contrarias al 

ordenamiento jurídico, a la lex artis, ni las que no se correspondan con el 
supuesto de hecho que el interesado haya previsto en el momento de 
manifestarlas. En la historia clínica del paciente quedará constancia razonada 
de las anotaciones relacionadas con estas previsiones.  

 
»4. Las instrucciones previas podrán revocarse libremente en 

cualquier momento dejando constancia por escrito.  
 
»5. Con el fin de asegurar la eficacia en todo el territorio 

nacional de las instrucciones previas manifestadas por los pacientes y 



 

 18

formalizadas de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de las respectivas 
Comunidades Autónomas, se creará en el Ministerio de Sanidad y Consumo 
el Registro nacional de instrucciones previas que se regirá por las normas 
que reglamentariamente se determinen, previo acuerdo del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud”. 
 
 Sobre el concepto de legislación básica se ha pronunciado 
reiteradamente el Tribunal Constitucional, cuya doctrina puede resumirse en 
lo expresado en su Sentencia 39/2014, de 11 de marzo, que recuerda que la 
noción material de lo básico tiene por objeto garantizar en todo el Estado un 
común denominador normativo dirigido a asegurar, de manera unitaria y en 
condiciones de igualdad, los intereses generales, a partir del cual pueda cada 
Comunidad Autónoma, en defensa de sus propios intereses, introducir las 
peculiaridades que estime convenientes y oportunas, dentro del marco 
competencial que en la materia le asigne su Estatuto. 
 

En el ámbito autonómico, la Ley 8/2003, de 8 de abril, de derechos y 
deberes de las personas en relación con la salud, regula en su artículo 30 el 
otorgamiento de instrucciones previas: 

 
“1. El respeto a las decisiones sobre la propia salud será 

igualmente exigible en los casos en los que las mismas hubieran sido 
adoptadas previamente, mediante las instrucciones dejadas en previsión de 
una situación de imposibilidad de expresar tales decisiones de forma personal.  

 
»2. Las instrucciones previas, que sólo podrán realizar las 

personas mayores de edad capaces y libres, deberán formalizarse 
documentalmente mediante uno de los siguientes procedimientos: 

 
»a) Ante notario, en cuyo supuesto no será necesaria la 

presencia de testigos.  
 

»b) Ante personal al servicio de la Administración designado 
por la Consejería competente en materia de Sanidad, en las condiciones que 
se determinen reglamentariamente. 

 
»c) Ante tres testigos mayores de edad y con plena 

capacidad de obrar, de los cuales, dos como mínimo, no deberán tener 
relación de parentesco hasta el segundo grado ni estar vinculados por 
relación patrimonial u otro vínculo obligacional con el otorgante.  
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»La Junta de Castilla y León regulará las fórmulas de registro 

así como el procedimiento adecuado para que, llegado el caso, se garantice 
el cumplimiento de las instrucciones previas de cada persona, que deberán 
constar siempre por escrito e incorporarse a la historia clínica, todo ello sin 
perjuicio de la regulación aplicable conforme a la normativa básica estatal”. 

 
Pues bien, en desarrollo de este precepto de la ley autonómica, se 

dicta el Decreto 30/2007, de 22 de marzo, por el que se regula el documento 
de instrucciones previas en el ámbito sanitario y se crea el Registro de 
Instrucciones Previas de Castilla y León. Esa norma se deroga por el 
presente decreto, con la finalidad de regular de forma unitaria el contenido 
formal y material de las instrucciones previas y el Registro de Instrucciones 
Previas de Castilla y León. 
 

Finalmente, con los límites indicados, y en la medida en que el 
proyecto se mueve en el ámbito de la competencia autonómica anteriormente 
explicitada, se considera que cuenta con el soporte competencial necesario. 

 
B) Por su parte, corresponde al consejero de Sanidad presentar a la 

Junta de Castilla y León el proyecto de decreto, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 26.1.d) de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
La aprobación del decreto compete a la Junta de Castilla y León, de 

acuerdo con la potestad reglamentaria que le atribuye el artículo 16.e) de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio. 
 

En fin, y en otro orden de cosas, cabe concluir que resulta adecuado 
el instrumento normativo empleado, esto es, el decreto. 
 

5ª.- Observaciones al texto del proyecto de decreto. 
 

A) Consideraciones particulares. 
 
Preámbulo.  
 
Respecto a la parte expositiva de la norma, ha de recordarse que ha 

de facilitar, con la adecuada concisión, la comprensión de su objeto, aludir a 
sus antecedentes y al título competencial en cuyo ejercicio se dicta, y ayudar 
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a advertir las innovaciones que introduce, con la aclaración de su contenido, 
si ello es preciso, para la comprensión del texto. 

 
Deben considerarse a tal fin las Instrucciones para la elaboración de 

los documentos que se tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de 
la Comunidad de Castilla y León, aprobadas por Resolución de 20 de octubre 
de 2014 del secretario general de la Consejería de la Presidencia, en ejecución 
del Decreto 8/2014, de 6 de marzo, por el que se regula el funcionamiento 
de los órganos colegiados de gobierno de la Comunidad de Castilla y León.  

 
En ellas se diferencia un contenido general de la parte expositiva, y 

otro específico en atención a la tipología de la norma.  
 
Como contenido general señalan que “La parte expositiva comenzará 

con una breve explicación de cuales sean las disposiciones de las que deriva 
o en las que encuentra su encaje la norma o el acuerdo. La exposición se 
hará de forma ordenada, comenzando por el derecho internacional o 
comunitario si existiese y, siguiendo por este orden, con la Constitución 
Española, el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, la normativa básica 
estatal y la normativa autonómica. 

 
»Cabe citar, a continuación, si existiesen, los antecedentes 

normativos de la cuestión que se va a abordar en el articulado (…).  
 

»Posteriormente se describirá su objeto y finalidad, y las 
competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta, indicando de manera 
expresa el fundamento competencial que se ejercita.  

 
»Deberán destacarse también los aspectos más relevantes de la 

tramitación, consultas efectuadas y principales informes evacuados, en 
particular la audiencia a otras administraciones públicas cuando se haya 
producido. 

 
»Si la parte expositiva es larga, podrá dividirse en apartados, 

que se identificarán, sin titular, con números romanos centrados en el texto”. 
 
Como contenido específico de la parte expositiva en los proyectos de 

decreto, se indica en aquellas Instrucciones que “especialmente en el caso 
de los reglamentos ejecutivos, se incluirá una referencia, en su caso, a la 
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habilitación legal específica y al llamamiento que haga el legislador al ulterior 
ejercicio, por su titular, de la potestad reglamentaria”. 

 
Por su parte, de acuerdo con el artículo 129 de la LPAC, en el 

preámbulo debe quedar suficientemente justificada la adecuación del proyecto 
de reglamento a los principios de buena regulación: necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. 

 
En este caso, llama la atención que en el preámbulo del proyecto no  

exista ninguna referencia al o a los preceptos constitucionales que inciden o 
tienen que ver con el contenido al que se refiere el proyecto de decreto 
sometido a dictamen. Así, por ejemplo, sería conveniente que se realizara 
una mención expresa del artículo 10 de la Constitución, en el que se 
contempla como fundamento del orden político y la paz social, la dignidad de 
la persona humana, los derechos inviolables que le son inherentes y el libre 
desarrollo de la personalidad, así como del artículo 43, en el que se reconoce 
el derecho a la protección de la salud. 
 

En lo demás, el contenido de la parte expositiva se adapta en general 
a aquellas determinaciones, al referirse al marco normativo en el que se 
inserta, estructura de la norma, aspectos relevantes en la tramitación, en 
particular los relacionados con su negociación, y a la adecuación de la norma 
a los principios de calidad normativa. 

 
Por otro lado, se recomienda una revisión detenida del texto a fin de 

corregir redacciones defectuosas (por ejemplo se señala el año 2017 como el 
año en el que se crea el Registro de Instrucciones Previas de Castilla y 
León), o errores de puntuación y/o tipográficos, observación que se hace 
extensiva igualmente al articulado del proyecto, en el que se aprecia una 
redacción susceptible de ser mejorada, en favor de la claridad y mejor 
comprensión de la regulación que se pretende aprobar. 
 

Artículo 1.- Objeto. 
 

 Este artículo define el objeto y ámbito de aplicación del nuevo decreto. 
Sin embargo, sorprende que el mismo no esté integrado en ninguno de los 
tres capítulos en los que se estructura el proyecto. En este sentido, la 
memoria señala que “se ha considerado mantener (el artículo) como capítulo 
independiente”. No obstante, lo cierto es que no está integrado en ningún 



 

 22

capítulo. Por ello, sería conveniente que se incorporara el citado artículo 1 a 
un nuevo capítulo I, que podría tener por rúbrica “Disposiciones generales”. 
 
 A título ilustrativo, el capítulo I (“Disposiciones generales”) del Decreto 
180/2021, de 5 de noviembre, del Consell, de regulación e inscripción del 
documento de voluntades anticipadas en el Registro centralizado de 
voluntades anticipadas de la Comunitat Valenciana, comprende un único 
artículo (artículo 1), que asimismo regula el objeto y ámbito de aplicación del 
decreto. 
 
 Artículo 2.- Las instrucciones previas. 
 
 El apartado 1 de este artículo 2 define las instrucciones previas como 
“la manifestación anticipada de voluntad que hace por escrito cualquier 
persona mayor de edad, capaz y libre, acerca de los cuidados y el tratamiento 
de su salud y/o sobre el destino de su cuerpo o de sus órganos una vez 
llegado el fallecimiento, para que sea tenida en cuenta, por el médico o por 
el equipo sanitario responsable de su asistencia, en el momento en que se 
encuentre en una situación en que las circunstancias que concurren le 
impidan expresarla por sí misma”. 
 
 En este punto, conviene reiterar la observación hecha por este Consejo 
en el Dictamen 3/2007, de 8 de febrero, relativo al proyecto de decreto por 
el que se regula el documento de instrucciones previas y se crea el Registro 
de Instrucciones Previas de Castilla y León: 
 

“Tal y como se indica en este precepto, en el documento de 
instrucciones previas puede constar la manifestación anticipada de voluntad 
del otorgante, entre otros extremos, sobre el destino de su cuerpo o de sus 
órganos una vez llegado el fallecimiento. 

 
»Sobre este particular procede comentar que en nuestro país la 

extracción y trasplante de órganos está regulada por la Ley 30/1979, de 27 
de octubre, sobre extracción y trasplante de órganos, y por el Reglamento 
que la desarrolla aprobado por Real Decreto 2070/1999, de 30 de diciembre 
(derogado por el Real Decreto 1723/2012, de 28 de diciembre, por el que se 
regulan las actividades de obtención, utilización clínica y coordinación 
territorial de los órganos humanos destinados al trasplante y se establecen 
requisitos de calidad y seguridad). 
 



 

 23

»La Ley 30/1979, de 27 de octubre, establece en su artículo 5 
que la extracción de órganos y otras piezas anatómicas de los fallecidos 
podrá realizarse con fines terapéuticos o científicos, en el caso de que éstos 
no hubieran dejado por escrito constancia expresa de su oposición. Las 
personas presumiblemente sanas que falleciesen en accidente o como 
consecuencia ulterior de éste se considerarán asimismo como donantes, si 
no consta oposición expresa del fallecido. 

 
»Puede decirse, por tanto, que la normativa que regula en 

nuestro país el trasplante de órganos presupone el consentimiento de las 
personas para la donación de sus órganos a no ser que explícitamente hayan 
manifestado en vida su oposición a la donación. Por ello, con este tipo de 
documentos se corre el riesgo de que se vean truncados los deseos del 
legislador y que, más que un aumento de las donaciones de órganos, el 
documento sea expresamente utilizado para todo lo contrario, esto es, para 
dejar expresa constancia de su oposición a las mismas. 

 
»Por ello, el precepto debe interpretarse teniendo en cuenta 

que si existiera oposición ésta será respetada cualquiera que sea la forma en 
la que se haya expresado, tanto escrita como verbal. En ese mismo sentido 
ha de entenderse lo previsto en el artículo 3.1.b). Por el contrario, el silencio 
del interesado tiene el valor de una declaración de voluntad presunta 
favorable a la donación, primando por tanto los valores de la solidaridad 
humana”. 

 
Asimismo, como señala el informe de los Servicios Jurídicos de la 

Consejería de Sanidad, deberá tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 8 
del Real Decreto-ley 9/2014, de 4 de julio, por el que se establecen las 
normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, 
el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos, que señala lo siguiente: 

 
“La obtención de tejidos y células de personas fallecidas podrá 

realizarse en el caso de que no hubieran dejado constancia expresa de su 
oposición, según lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 41/2002, de 14 de 
noviembre.  
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»En el caso de que se trate de menores o personas incapaces 
de consentir, la oposición a la donación podrá hacerse constar por quienes 
hubieran ostentado en vida de aquellos su representación legal”. 

 
Por otro lado, este mismo apartado 1 del artículo 2 exige, con carácter 

general, como requisito para otorgar las instrucciones previas que se trate de 
una “persona mayor de edad, capaz y libre (…)”.  

 
En este punto, conviene señalar que uno de los puntos más conflictivos 

en relación con esta temática es la autonomía de los pacientes menores de 
edad, en particular los menores emancipados con capacidad legal suficiente, 
para otorgar el documento de instrucciones previas.  

 
En los términos que se ha expuesto, el legislador estatal en el artículo 

11 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía 
del paciente, manifiesta que “Por el documento de instrucciones previas, una 
persona mayor de edad, capaz y libre, manifiesta anticipadamente su voluntad”.  

 
Sorprende que en la redacción de dicho artículo se opte por enfatizar 

la necesidad de contar con plena capacidad de obrar en el caso de los 
mayores de edad, cuya plena capacidad de obrar se presume, y no se haga 
mención alguna a la capacidad de los menores emancipados. 

 
En la actualidad, gran parte de las legislaciones autonómicas reconocen 

la posibilidad de los menores emancipados para otorgar las instrucciones 
previas y las voluntades anticipadas. Así, el artículo 2 del Decreto 180/2021, 
de 5 de noviembre, del Consell, de regulación e inscripción del documento de 
voluntades anticipadas en el Registro centralizado de voluntades anticipadas 
de la Comunitat Valenciana, establece: “El documento de voluntades anticipadas 
o instrucciones previas, es aquel mediante el cual una persona mayor de 
edad o menor emancipada con capacidad legal suficiente manifiesta 
libremente las instrucciones (…). Del mismo modo, Andalucía permite que los 
menores emancipados y los incapacitados judicialmente (siempre que la 
sentencia de incapacitación no disponga lo contrario) otorguen las últimas 
voluntades; Aragón permite que los menores emancipados, los menores 
mayores de 14 años y los incapacitados judicialmente (siempre que la 
sentencia de incapacitación no disponga lo contrario) otorguen las últimas 
voluntades; Navarra permite que los menores a los que se les reconoce 
capacidad suficiente otorguen dicho documento; y, de igual manera, el 
artículo 1 de la Ley 1/2006 de 3 de marzo, de voluntades anticipadas, 
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aprobada por el Parlamento de las Islas Baleares establece que “A los 
efectos de esta ley, las voluntades anticipadas consisten en una declaración 
de voluntad unilateral emitida libremente por una persona mayor de edad y 
con capacidad de obrar plena, por menores de edad emancipados o con 16 
años cumplidos”. 

 
Conviene señalar que el legislador estatal reconoce la capacidad de 

otorgar el consentimiento informado a los menores emancipados o mayores 
de 16 años. En concreto, el artículo 9.4 de la expresada Ley 41/2002 dispone 
que “Cuando se trate de menores emancipados o mayores de 16 años que 
no se encuentren en los supuestos b) y c) del apartado anterior, no cabe 
prestar el consentimiento por representación”, es decir, deberán prestar el 
consentimiento informado ellos mismos. Si bien, cuando se trate de una 
actuación de grave riesgo para la vida o salud del menor, según el criterio 
del facultativo, el consentimiento lo prestará el representante legal del menor, 
una vez oída y tenida en cuenta la opinión del mismo 

 
Por estas razones, gran parte de las legislaciones autonómicas han 

optado por identificar (o acercar) la capacidad para otorgar las instrucciones 
previas a la requerida para otorgar el consentimiento informado. 

 
En cualquier caso, se considera ajustada a derecho la previsión 

contenida en el presente proyecto de decreto al reproducir los requisitos de 
capacidad requeridos en el artículo 11 de la mencionada Ley 41/2002. 

 
En otro orden de cosas, el apartado 2 de este mismo artículo 2 

reconoce la posibilidad de formalizar documentalmente las instrucciones 
previas “Ante tres testigos mayores de edad y con plena capacidad de obrar, 
de los cuales dos, como mínimo, no deberán tener relación de parentesco 
hasta el segundo grado ni tener relación laboral (…)”. 

 
Respecto a esta cuestión surgen dudas acerca de si la relación de 

parentesco hasta el segundo grado ha de entenderse referida a la relación 
por consanguinidad y afinidad o sólo a alguna de ellas. Por ello, se llama la 
atención sobre este extremo, para advertir que sólo podría mantenerse la 
redacción actual si se entendiera que el segundo grado de parentesco se 
refiere indistintamente a la consanguinidad y a la afinidad. En otro caso, en 
el supuesto de que quisiera establecerse un grado diferente dependiendo del 
tipo de parentesco, debería hacerse constar expresamente. 
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Por otra parte, se sugiere la posibilidad de que se contemple la 
prohibición de poder ser testigos para aquellos que estén vinculados con el 
otorgante por una relación de afectividad análoga al matrimonio (uniones o 
parejas de hecho), ya que, dada la finalidad de las restricciones impuestas, 
no parece adecuado que la prohibición exista para quienes están vinculados 
por matrimonio y, sin embargo, no afecte a quienes mantienen una relación 
análoga. 

 
Artículo 3.- Contenido de las instrucciones previas. 
 
En el apartado 1.a) de este artículo se establece que “En el 

documento de instrucciones previas, cualquiera que sea el procedimiento de 
formalización, se hará constar (…)”, entre otras circunstancias, la firma de la 
persona otorgante. Asimismo, se precisa que “En el caso de que el otorgante 
presente incapacidad física para firmar de forma autógrafa su documento de 
instrucciones previas, podrá firmar mediante huella dactilar dejando 
constancia de esta circunstancia el personal de la Administración, el notario, 
o los tres testigos en función del procedimiento de formalización elegido”. 

 
Ahora bien, tal y como señala el informe de los Servicios Jurídicos de 

la consejería, surge la duda sobre qué pasaría si la persona otorgante no 
puede firmar, circunstancia que no queda resuelta en el texto del proyecto, 
es decir, qué ocurre cuando el otorgante no puede firmar de forma autógrafa 
ni mediante huella dactilar.  

 
Por tanto, debería regularse este supuesto de una manera amplia. A 

título ilustrativo, el Decreto 15/2006, de 21 de febrero, del Registro de 
Voluntades Anticipadas de Castilla-La Mancha, tras la modificación efectuada 
por el Decreto 56/2018, de 28 de agosto, señala en su artículo 4.5 que “En el 
supuesto de que la persona otorgante no pudiera firmar, firmará por ella la 
persona responsable del punto del Registro u oficina habilitada correspondiente, 
circunstancia que se hará constar en la declaración, pudiendo firmar también 
otros testigos presentes”. 

 
Artículo 4.- Sustitución o revocación de un documento de 

instrucciones previas. 
 
El apartado 1 de este artículo 4 establece que “Las instrucciones 

previas pueden sustituirse o revocarse en cualquier momento a voluntad de 
la persona otorgante, siempre que conserve su capacidad, dejando constancia 



 

 27

expresa e indubitada y debiendo formalizarse por escrito mediante alguno de 
los procedimientos previstos en el artículo 2.2”.  

 
En primer lugar, este Consejo pone de manifiesto la imprecisión que 

supone contraponer los verbos sustituir y revocar, ya que la sustitución implica 
también la revocación. Por tanto, sería conveniente, como acertadamente 
precisa el informe de los Servicios Jurídicos, que se distinga, de forma clara, 
entre modificación, sustitución y revocación, ya que se trata de conceptos 
jurídicos diferentes. 

 
A mayor abundamiento, el apartado 2 de este precepto se refiere al 

supuesto en el que se pretende modificar un documento de instrucciones 
previas formalizado con anterioridad, en cuyo caso se exige que se aporte un 
nuevo documento para sustituir al anterior, que, además de lo previsto en el 
artículo 3 del decreto, contenga una identificación clara del documento que 
se quiere sustituir, así como la declaración expresa de que el anterior 
documento de instrucciones previas queda sin efectos.  

 
Sin embargo, no parece contemplarse el supuesto en el que se 

formalice un nuevo documento de instrucciones previas que tenga por objeto 
modificar únicamente alguno de los extremos contenidos en un documento 
formalizado con anterioridad, pero con el deseo de que el resto de las 
instrucciones contenidas en el emitido en primer lugar permanezcan vigentes. 
Por ello, sería conveniente que se regule expresamente esta posibilidad. 

 
Artículo 5.- La persona representante. 
 
Otra de las cuestiones que reviste especial complejidad es la 

regulación de la figura del representante, y la naturaleza de la misma. 
Algunos legisladores autonómicos lo consideran como un auténtico 
representante voluntario, a modo de apoderamiento preventivo; otros, una 
especie de albacea sanitario; y un tercer grupo lo consideran como un 
tertium genus. La Ley estatal 41/2002 permite nombrar un representante 
que sirva como “interlocutor válido con el médico o el equipo sanitario y 
procure el cumplimiento de las instrucciones previas” (artículos 11.1 y 3, 
respectivamente). Esta normativa parece, pues, limitar las facultades legales 
del representante a la interpretación de las instrucciones dadas, pero no a 
tomar decisiones en supuestos no previstos. 
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Expresada la dificultad de regular esta figura, este Consejo quiere 
destacar la nueva regulación de la persona del representante siguiendo las 
observaciones señaladas en el ya citado dictamen de este órgano consultivo 
3/2007, de 8 de febrero, relativo al proyecto de decreto por el que se regula 
el documento de instrucciones previas y se crea el Registro de Instrucciones 
Previas de Castilla y León.  

 
En el mencionado dictamen se establecía que “Lo que la norma básica 

no garantiza (artículo 11.1, último inciso), ni tampoco el decreto proyectado, 
es que las funciones que el declarante encomiende a su representante se 
lleguen a ejecutar en la práctica, dado que al no exigirse que el representante 
deba aceptar su condición de tal, corre el riesgo de que la persona designada 
pueda optar en su momento por actuar como representante o no, al no 
haberse comprometido a ello con el declarante. Por ello, se recomienda que 
en este precepto se haga constar la necesidad de que aparezca la aceptación 
del representante”. 

 
Esta necesidad de aceptación, que no se contempló en el Decreto 

30/2007, de 22 de marzo, que ahora se deroga, se regula expresamente en 
el apartado 4 de este artículo 5: “Cada representante designado debe 
aceptar por escrito la representación asumiendo el compromiso de velar por 
el cumplimiento de las instrucciones recogidas en dicho documento (…)”. 

 
Del mismo modo, también se considera adecuada la introducción de la 

posibilidad de renuncia por parte del representante, siguiendo las 
observaciones del informe emitido por los Servicios Jurídicos.  

 
Artículo 11. Tramitación del procedimiento de inscripción. 
 
El apartado 2 de este artículo 11 dispone que “Recibida la solicitud de 

inscripción, sustitución o revocación del documento de instrucciones previas 
se verificará el cumplimiento de los requisitos legalmente previstos para su 
formalización e inscripción. Si la solicitud o la documentación presentada no 
reúne los requisitos legales o está incompleta, se requerirá a la persona 
interesada para que, en el primer caso, subsane la falta y, en el segundo, 
acompañe los documentos preceptivos con indicación, en ambos casos, de 
que si así no lo hiciere se le tendrá por desistido de su petición, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre”. 
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Con la lectura de este precepto surge la duda de los efectos que se 
derivarían en relación con el documento de instrucciones previas inscrito, 
desde el momento en que, en su caso, se solicitara la inscripción de la 
revocación o sustitución de su contenido hasta que se resolviera sobre la 
misma. ¿Habría que entender que seguirían vigentes las instrucciones 
inscritas desplegando todos los efectos o, por el contrario, tales efectos se 
entenderían suspendidos total o parcialmente? Con el fin de evitar estos 
interrogantes, sería oportuno que se dé al precepto una redacción en la que 
se contemplaran estos extremos y se despejaran las dudas que pudieran 
surgir en torno a los mismos. 

 
Por otro lado, el apartado 6 de este mismo artículo 11 establece que 

“El plazo para notificar la resolución a la persona otorgante es de dos meses 
desde la fecha de presentación de la solicitud”. 

 
Este Consejo comparte la observación formulada por los Servicios 

Jurídicos de la Consejería de Sanidad y considera que, si bien la redacción 
inicial del proyecto de decreto regulaba un plazo de tres meses y se ha 
reducido a dos, debería revisarse el mismo, en atención a la finalidad de las 
instrucciones previas. 

 
Este plazo parece claramente excesivo, máxime cuando otras 

legislaciones autonómicas establecen un plazo notoriamente inferior para la 
resolución. En este sentido, el informe de los Servicios Jurídicos cita, a título 
de ejemplo, el plazo de diez días recogido en el Decreto 311/2007, de 15 de 
octubre, por el que se regula el contenido, organización y funcionamiento del 
Registro de Expresión Anticipada de Voluntades de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura y se crea el Fichero Automatizado de datos de carácter 
personal del citado Registro; o el de veinte días recogido en el Decreto 
15/2006, de 21 de febrero, del Registro de Voluntades Anticipadas de 
Castilla-La Mancha; o el de un mes recogido en el Decreto 58/2007, de 27 de 
abril, por el que se desarrolla la Ley de voluntades anticipadas y del registro 
de voluntades anticipadas de las Illes Balears, y en el Decreto 80/2005, de 8 
de julio, por el que se aprueba el reglamento de instrucciones previas y su 
registro de la Región de Murcia. 

 
Por otro lado, no se establecen en este artículo los efectos del silencio 

que, en este caso, serían positivos. Sería conveniente que se regule este 
extremo, es decir, el texto proyectado debería establecer que la falta de 
notificación de la resolución dentro del plazo previsto tiene efectos estimatorios. 
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Artículo 13. Información de las instrucciones previas en la 

Historia Clínica de la persona otorgante. 
 

 El aparatado 5 de este artículo establece que “Un documento no 
inscrito en el Registro es válido siempre que cumpla los requisitos establecidos 
en los artículos 2 y 3 del presente Decreto y corresponde a los depositarios 
legítimos del documento entregar una copia íntegra del mismo a los 
profesionales sanitarios responsables de la atención del paciente; de no 
hacerse esta comunicación completa, el servicio público de salud quedará 
exento de cualquier responsabilidad. A estos efectos son depositarios 
legítimos, la persona otorgante, el/los representantes designados en el 
propio documento de instrucciones previas, o en su defecto su representante 
legal, sus familiares o personas vinculadas de hecho” 
 
 Este Consejo considera conveniente, por su transcendencia, que se 
concrete qué se entiende por “familiares” y por “personas vinculadas de hecho”. 
  
 Disposición derogatoria. 
 
 La disposición derogatoria del proyecto de decreto dispone que 
“Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango en lo que se 
opongan a lo establecido en el presente Decreto. En particular, queda 
derogado el Decreto 30/2007, de 22 de marzo, por el que se regula el 
documento de instrucciones previas en el ámbito sanitario y se crea el 
Registro de Instrucciones Previas de Castilla y León”. 
 
 El informe de los Servicios Jurídicos de la consejería establece que “se 
recoge una disposición derogatoria, que deroga expresamente el Decreto 
30/2007, de 22 de marzo en su totalidad. Esta derogación de todo lo 
dispuesto en el decreto, sin hacer ninguna matización, implica que el registro 
de instrucciones previas deja de existir para el Derecho lo que provoca como 
efectos inmediatos, por un lado, que no tenga sentido que se publique un 
decreto regulando un registro que no `existe´. Siendo así, cuando menos, 
debe quedar vigente el artículo 10 del mismo donde se crea el citado 
registro. En el mismo se dispone que se crea el Registro de Instrucciones 
Previas de Castilla y León adscrito a la Consejería competente en materia de 
sanidad a través de la Dirección General de Planificación y Ordenación, que 
será único para toda la Comunidad Autónoma. Asimismo, respecto a la 
adscripción del registro, ésta deberá entenderse modificada por lo dispuesto 
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en el artículo 7.1 del proyecto de decreto. De otro modo no tendría sustento 
el actual registro de instrucciones previas”. 
 
 La memoria expresa que esta observación es atendida mediante la 
mejora de la exposición de motivos: “A través del presente Decreto, que 
deroga el anterior citado Decreto 30/2007, de 22 de marzo, se regula de 
forma unitaria: el contenido de las instrucciones previas; el procedimiento de 
otorgamiento de instrucciones previas fortaleciendo el otorgamiento ante 
personal al servicio de la Administración y facilitando así el ejercicio de este 
derecho; el mantenimiento del Registro de Instrucciones Previas de Castilla y 
León creado en al año 2017, si bien, mejorando la organización del mismo 
haciéndolo más accesible a la ciudadanía mediante la creación de Unidades 
Habilitadas del registro, al menos una por provincia (…)”. 
 
 Ahora bien, esta matización (que se efectúa en la exposición de 
motivos y no en la disposición derogatoria como parece indicar el informe de 
los Servicios Jurídicos) se considera insuficiente y no responde a lo requerido 
en el mencionado informe. Además, el Registro de Instrucciones Previas de 
Castilla y León se creó mediante el citado Decreto 30/2007, de 22 de marzo, 
que en su artículo 10 establece “Se crea el Registro de Instrucciones Previas 
de Castilla y León adscrito a la Consejería competente en materia de sanidad 
a través de la Dirección General de Planificación y Ordenación, que será 
único para toda la Comunidad Autónoma”. Este decreto entró en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León nº 62, de 
28 de marzo de 2007). Por tanto, no se creó en el año 2017 como señala la 
exposición de motivos. 
 
 Por lo expuesto, deberá cumplirse la observación señalada en el citado 
informe de los Servicios Jurídicos para evitar que carezca de sustento la 
regulación del Registro de Instrucciones Previas de Castilla y León contenida 
en este proyecto de decreto. 
 
 Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 
que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo”.  
 
 Observaciones gramaticales. 
 
 Desde el punto de vista gramatical, se recomienda una última revisión 
del texto de la norma proyectada, con el objeto de mejorarla en cuanto sea 
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posible, y dotarla de una correcta puntuación, de un empleo adecuado de 
determinadas expresiones y, en general, de una mayor corrección lingüística. 
Son algunos ejemplos: 
 

- En el artículo 1 se establece que “El presente decreto tiene 
por objeto regular el procedimiento de formalización de las instrucciones 
previas en el ámbito sanitario y la organización y [el] funcionamiento del 
Registro de Instrucciones Previas de Castilla y León”. Debe incluirse el 
artículo “el” antes de la palabra “funcionamiento”.  

 
Idéntica consideración tendría lugar en lo relativo al título del 

proyecto de decreto “proyecto de decreto por el que se regula el 
procedimiento de formalización de instrucciones previas en el ámbito sanitario 
y la organización y [el] funcionamiento del Registro de Instrucciones Previas 
de Castilla y León”. 

 
- En el apartado 6 del artículo 6 debe indicarse con minúscula 

“Director/a Gerente”. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Atendida la observación formulada a la disposición derogatoria, sin lo 

cual no resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las 
restantes, puede elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el 
proyecto de decreto por el que se regula el procedimiento de formalización 
de instrucciones previas en el ámbito sanitario y la organización y 
funcionamiento del Registro de Instrucciones Previas de Castilla y León. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  
 

 


